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El presente artículo busca explicar la regulación y el tratamiento de la indemnización por 
errores judiciales frente detenciones arbitrarias en el ámbito de la administración de 
justicia penal peruana, a partir de ello se desarrolla la conceptualización de la 
indemnización, el error judicial y sus consecuencias. También se explica la evolución 
normativa del derecho a la indemnización por error judicial regulada en la Ley N° 24973; 
además, se analiza un caso relativo al indulto a personas sentenciadas por terrorismo 
como consecuencia de error judicial en el marco de lo establecido por la Ley N° 26655, 














En el transcurso del tiempo ocurrieron diferentes cambios y mejoras que hicieron posible 
el desarrollo del país dentro de una sociedad pacífica respetuosa de los derechos 
fundamentales del ser humano. Sin embargo, existió parte de la sociedad a nivel de 
particulares y del Estado que generaron daños morales y perjuicios materiales a los 
ciudadanos. 
Al respecto, en relación con la responsabilidad, el Estado posee gran carga, debiendo 
velar por el respeto de los derechos fundamentales de la persona, y por el correcto 
funcionamiento del ordenamiento jurídico, en aplicación del principio de legalidad y 
demás principios vigentes en el sistema penal peruano. 
Ante la existencia de los errores en la administración de justicia penal, el Estado debe 
responder por la indemnización para resarcir la afectación de los derechos 
fundamentales, en vista que el fin supremo del Estado es «la defensa de la persona 
humana y el respeto de su dignidad». Artículo 1° (Constitución Política del Perú , 1993), 
(en adelante CPP). 
En el punto IV, se desarrolla el error judicial como expresión y consecuencia de la grave 
vulneración de derechos fundamentales de las personas afectadas por decisiones 




posteriormente fueron reconocidas por el Estado como errores que se buscó subsanar 
con la aplicación de indultos en el marco de la Ley N° 26655. Reconociéndose además, 
lo dispuesto en tratados, convenios y pactos del cual nuestro país es parte; generándose 
un ámbito de protección ante posibles vulneraciones de particulares o del mismo Estado.  
La indemnización por errores judiciales y detenciones arbitrarias se encuentra  regulada 
en el inciso 6) del artículo 14º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (en 
adelante PIDCP), que regula la indemnización para quienes hayan sufrido una pena por 
error judicial; y, el Artículo 10º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en 
adelante CADH), regula que la condenada por sentencia firme por error judicial genera el 
derecho a una indemnización. 
El Estado reguló la indemnización por error judicial y detención arbitraria a través del 
inciso 7) del artículo 139º de la CPP, indicando que es un principio de la función 
jurisdiccional indemnizar conforme lo determine la ley por errores judiciales y detenciones 
arbitrarias. 
Los artículos 2º y 3° de la Ley Nº 24973 - Ley que regula la indemnización por errores 
judiciales y detenciones arbitrarias (en adelante LIEJDA), indican que tienen derecho a 
indemnización las personas sometidas a proceso penal con privación de su libertad que 
hayan obtenido sentencia absolutoria; disposición que resulta aplicable también a los 
detenidos arbitrariamente. 
El inciso 5) del artículo I del Título Preliminar del Decreto Legislativo Nº 957 – Nuevo 
Código Procesal Penal (en adelante NCPP), dispone que el Estado se encarga de 





El Proyecto de Ley Nº 2176/2007-CR modificó artículos de la Ley Nº 24973 - Ley que 
regula la indemnización por errores judiciales y detenciones arbitraria. Asimismo, el 
Proyecto de Ley Nº 5004/2015-CR propuso derogar la Ley Nº 24973 planteando una 
nueva ley de responsabilidad del Estado por las indemnizaciones en caso de errores en 
la administración de justicia.  
Si bien la indemnización por error judicial y detención arbitraria se encuentra vigente 
somos de la opinión que no se han ejecutado por dos razones: a) por la falta de 
compromiso del Estado en responder a las víctimas por los errores judiciales, y b) Por la 























El error según la Real Academia de Lengua Española está vinculado con la posesión de 
un “concepto equivocado o la creación de un juicio falso”. (RAE, 2019) Es decir, tomar 
con desacierto una decisión, corresponde a un falso conocimiento respecto de algo, 
ocurriendo un juicio errado del ser humano.  
A partir de la definición planteada, consideramos que, el error judicial es un mal juicio 
humano producido a partir de la actividad jurisdiccional plasmada en una sentencia o 
resolución, con una decisión errónea que vulnera derechos fundamentales como la 
libertad, la dignidad, el honor, la buena reputación, la seguridad personal, entre otros 
derechos conexos.  
El Estado al ejercer la administración de justicia, delegada por la potestad que emana del 
pueblo, se encarga de reprimir conductas que vulneran los derechos fundamentales 
consagrados en la CPP, y derechos reconocidos por instrumentos internacionales de los 
que el Perú es parte. 
En ese sentido, es importante mencionar lo regulado por el artículo 2° de la Ley N° 24973 




Tiene derecho a indemnización por detención arbitraria, quien es privado de 
su libertad por la autoridad policial o administrativa, sin causa justificada o, 
existiendo ésta, si se excede de los límites fijados por la Constitución o por la 
sentencia. También tiene derecho a indemnización quien no es puesto 
oportunamente a disposición del Juez competente dentro del término 
establecido por la Constitución. 
Por otro lado, el artículo 3° de la referida Ley estableció que:  
a. Los que, luego de ser condenados en proceso judicial, hayan obtenido en 
juicio de revisión, resolución de la Corte Suprema que declare que la 
sentencia es errónea o arbitraria. 
b. Los que hayan sido sometidos a proceso judicial y privados de su libertad 
como consecuencia de éste y obtenido posteriormente auto de 
archivamiento definitivo o sentencia absolutoria. 
La responsabilidad del Estado por su actuación judicial se encuentra reconocida en el 
inciso 7) del artículo 139° de la CPP, al plantearse la responsabilidad por los errores 
cometidos por la administración de justicia, situación plenamente reconocida en los 
tratados internacionales de los cuales el Perú es parte, y conforman el derecho nacional 
con rango constitucional.  
1.2. Alcances  
Para entender la responsabilidad del Estado frente a la vulneración de derechos 
fundamentales en casos de error judicial, es importante desarrollar los alcances a partir 
de su naturaleza jurídica que, según Ricardo Bodo, existen distintas teorías que explican 




1. Teoría de la relación contractual: se basa en la construcción roussoniana del 
contrato social; como el particular ha renunciado a favor del Estado a una parte de 
su libertad a fin de que éste le brinde protección, el error judicial llevaría implícita 
la violación del contrato. El Estado, por su voluntad, nunca infringe sus 
obligaciones. 
2. Teoría de la utilidad pública: conocida también como de la obligación cuasi 
contractual. Sostiene que, al administrar justicia en forma equivocada, el Estado 
se ha procurado así mismo una utilidad; debe, por lo tanto, indemnizar por el daño 
causado; debe hacerse notar, no obstante, que dicha utilidad no existe y que, por 
el contrario, el Estado lesiona su propio prestigio y autoridad. 
3. Teoría de la culpa extra – contractual o aquiliana: la responsabilidad del Estado 
deriva de hecho ilícito cometido al juzgar erróneamente. Esta teoría sostiene que 
el error debe ser enmendado del mismo modo como lo es la falta en que incurre 
los individuos en el campo del derecho privado. 
4. Teoría del riesgo profesional: fue asumida por la ley francesa de 1895. Esta 
tesis parte de reconocer la aplicación de los principios que rigen en la legislación 
del trabajo, en la cual la responsabilidad del patrón existe aún sin culpa suya. 
5. Teoría de la obligación moral: esta tesis no acepta que la reparación sea un 
deber jurídico, sino que sostiene que viene impuesta por las normas de equidad. 
6. Teoría de la obligación jurídica de asistencia pública o de la solidaridad social: 
según esta teoría los principios de solidaridad y mutualidad, esencia de las 
instituciones republicanas y democráticas, serian el fundamento de la obligación 
jurídica que tiene el Estado de resarcir los daños provocados a los condenados 




sufridos, de la misma manera ante un conjunto fatal de hechos que dieran lugar a 
un error judicial, aquél debe actuar de la misma forma. (Bodo, 1982, pág. 552). 
Estas teorías ponen a la luz que el Estado siempre es responsable de manera directa o 
indirecta en cuanto a la vulneración de derechos fundamentales, ya sean cometidos por 
un particular a través de un delito o por errores cometidos por funcionarios que se 
encargan de administrar justicia. En ese sentido, es de vital importancia que el Estado 
haga efectiva la indemnización consagrada en el ordenamiento jurídico. 
El Estado al ejercer su función de administrar justicia se encuentra obligado a impartirla y 
garantizarla, respetando los principios de debido proceso y la presunción de inocencia; si 
el Estado por infracción a las normas daña a las personas, entonces debe repararlas. 
Si bien el tema de la responsabilidad del Estado ha tenido avances por la dación de 
diferentes normas para hacer efectiva la responsabilidad por medio del resarcimiento a 
los derechos vulnerados; también, es una realidad que las normas que regulan la 
responsabilidad del Estado por errores en la administración de justicia no vienen siendo 
aplicadas, lo que genera una falta de confianza en los administrados, lo que a su vez 
implica desprestigio para el Estado.  
El Estado en su potestad de administrar justicia a través del Poder Judicial incurre en 
responsabilidad respecto de los funcionarios que se encargan de administrar justicia, es 
así que, son ellos quienes tienen carga directa frente a los errores judiciales suscitados 
en el desarrollo de la actuación judicial; además, el Estado es responsable indirecto, 
solidario y subsidiario. 
Todo error en la administración de justicia conlleva a la indemnización, que consiste en 




funcionario por su resolución o sentencia judicial que vulnera derechos fundamentales del 
ciudadano en su calidad de investigado, inculpado, imputado, procesado o sentenciado. 
La responsabilidad del Estado por los daños ocasionados en la administración de justicia 
penal surge sin haber tenido una intervención directa, como si sucede en los casos de 
responsabilidad objetiva y en aquellos otros casos en que se responde por los hechos de 
terceras personas o de animales.  
En la actualidad, la protección de los derechos fundamentales es un tema reconocido a 
nivel internacional y el principal responsable de proteger, defender, respetar, promover y 
garantizar los derechos fundamentales es el Estado a través de sus diferentes poderes. 
Es por ello que, genera desconfianza cuando el Estado que es el llamado a garantizar los 
derechos fundamentales, no reconoce con efectividad su responsabilidad por errores en 
la administración de justicia. 
1.3. Consecuencias 
Los derechos fundamentales son esenciales en el ordenamiento jurídico, se establecen 
en CPP que reconoce la dignidad de la persona humana como el fin supremo del Estado. 
Los derechos constitucionales tienen una sub-clasificación en la que reconocen los 
derechos fundamentales como los derechos de primera generación, los derechos 
económicos, sociales y culturales como derechos de segunda generación, y por último 
los derechos al medio ambiente sano como derechos de tercera generación. 
Al respecto el Tribunal Constitucional mediante sentencia del Expediente N° 1417-2005-
AA/TC, indica en su fundamento 2 que:  
El concepto de derechos fundamentales comprende los presupuestos éticos como 
los componentes jurídicos, significando la relevancia moral de una idea que 




relevancia jurídica que convierte a los derechos en norma básica material del 
ordenamiento, y es instrumento necesario para que el individuo desarrolle en la 
sociedad todas sus potencialidades. Los derechos fundamentales expresan tanto 
una moralidad básica como una juridicidad básica. (Sentencia del Tribunal 
Constitucional , 2005, pág. 2) 
Los derechos fundamentales, como los bienes más valiosos de la persona, se encuentran 
dentro del ámbito de protección que permite al ser humano la posibilidad de desarrollarse 
en la sociedad, por ello, la CPP plantea como fin supremo la protección del ser humano y 
el respeto de su dignidad. En ese sentido, al ser un derecho fundamental los individuos 
se encuentran legitimados para exigir la intervención del órgano jurisdiccional para la 
resolución del conflicto respecto a la tutela de los derechos sus derechos vulnerados. 
En dicho contexto, el Estado a través de sus órganos jurisdiccionales –Poder Judicial- es 
el encargado de resolver los conflictos que vulneren los derechos esenciales y 
fundamentales constitucionalmente protegidos, aunque estos  sean generados por los 
particulares o por Estado. 
Dentro del proceso penal se pueden vulnerar diversos derechos y principios 
fundamentales consagrados en la CPP. A continuación, desarrollaremos las 
consecuencias generadas por el error judicial: 
a. Privación indebida de la libertad 
La libertad es un atributo esencial para la existencia humana, es un derecho 
fundamental inherente a la persona que se encuentra plenamente reconocido en el 
inciso 24) del artículo 2° de la CPP. Debe tenerse en cuenta que si bien la libertad 
personal no resuelta ser un derecho absoluto, su ejercicio se encuentra regulado y 




previsto en literal f inciso 24) del artículo 2° que: «nadie puede ser detenido sino por 
mandamiento escrito y motivado por el Juez o por las autoridades policiales en caso 
de flagrante delito.»  
Según José Mario Prada Córdova: 
El derecho de la libertad consiste en un estado o capacidad que posee una 
persona para poder desarrollar su proyecto de vida de acuerdo a su sentir 
preservando su seguridad personal evitando restricciones arbitrarias». Es así 
que, el artículo 9° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos se 
encarga de regular y prohibir a los Estados parte de privar de forma arbitraria a 
los ciudadanos de su libertad, es decir de forma ilegal o contraria a la ley. 
(Prada Córdova, 2004, págs. 221-223) 
Cabe indicar que, la libertad es un derecho humano básico que comprende la 
capacidad de hacer o no hacer lo que se encuentre legalmente permitido; por otro 
lado, la seguridad personal abarca la ausencia de perturbaciones que restrinjan o 
limiten la libertad. En ese sentido, toda persona es libre de movilizarse sin 
restricciones protegidas frente a situaciones ilegales o arbitrarias. 
Resulta evidente que, el ejercicio de la libertad individual abarca tanto la libertad física 
como la seguridad personal, al respecto el Tribunal Constitucional mediante sentencia 
del Expediente N° 1091-2002-HC/TC  indica en el fundamento 2 que:  
Garantiza que no se afecte indebidamente la libertad física de las personas, 
esto es, su libertad locomotora, ya sea mediante detenciones, internamientos o 
condenas arbitrarias. Los alcances de la garantía dispensada a esta libertad 
comprenden frente a cualquier supuesto de privación de la libertad locomotora, 




efectuado. Garantiza, pues, ante cualquier restricción arbitraria de la libertad 
personal. (Sentencia del Tribunal Constitucional, 2002, pág. 4) 
La libertad individual es la capacidad que posee el ser humano para desenvolverse 
dentro su entorno, realizando sus actividades cotidianas dentro del margen legal, 
cumpliendo con sus obligaciones y exigiendo sus derechos para desarrollar su 
proyecto de vida. 
Al respecto, Juan Manuel Sosa Sacio indica que: 
Siguiendo la perspectiva de la libertad individual como libertad corpórea, está 
referida a la protección frente a privaciones injustificadas de la libertad física o 
ambulatoria o a la indemnidad frente a injerencias ilegales o arbitrarias. 
(Gaceta Constitucional, 2010, pág. 178). 
En ese sentido, se vulnera la libertad individual al producirse circunstancias que 
afectan el derecho a partir de fundamentos ilegales o arbitrarios. 
El Estado consagra en el inciso 1) artículo 200° de la CPP la protección a la libertad 
individual frente a actos u omisiones generados por cualquier persona, autoridad o 
funcionario que vulnere o amenace dicho derecho y derechos conexos. Es así que, el 
Estado protege la libertad individual de la persona frente a cualquier restricción o 
limitación por detenciones de carácter arbitrario. 
A modo de ejemplo, podemos citar la situación del señor Castro Acuña, (Comercio, 
2012, pág. 1) ciudadano de 47 años, que por error de identificación e individualización 
de la fiscalía fue involucrado en lugar del responsable por la presunta comisión del 
delito de tráfico ilícito de drogas, situación que tuvo un lamentable desenlace porque 




Del caso mencionado, por una deficiente y plena identificación del denunciado, 
investigado, imputado o procesado por parte del órgano jurisdiccional, se cometió un 
acto de privación indebida de la libertad, vulnerándose derechos fundamentales, 
dando por consecuencia la muerte del detenido. 
Finalmente podemos decir que, el Estado como encargado de velar por la protección 
de derechos esenciales y fundamentales del ser humano tiene la obligación de 
respetar el derecho a la libertad individual frente a cualquier arbitrariedad ocasionada 
por un particular o por el mismo Estado a través de su función jurisdiccional al 
restringir o limitar los derechos ilegalmente. 
b. Daño moral 
La moral corresponde al ser humano, básicamente son un conjunto de creencias, 
valores y buenas costumbres para dirigir o juzgar el comportamiento de las personas 
en la sociedad; además, la moral permite definir lineamientos para el ser humano a fin 
de evitar actos que impidan la estabilidad de la vida en sociedad. 
El daño es el principal factor de responsabilidad contractual o extracontractual, implica 
la lesión de un bien protegido teniendo como consecuencias una serie de efectos 
negativos. Según Manuel Osorio: 
(...) el daño es el detrimento, perjuicio, menoscabo, dolor, molestia, maltrato de 
una cosa. El causante del daño incurre en responsabilidad, que puede ser civil, 
si se ha ocasionado por mero accidente, sin culpa punible ni dolo, o penal, si 
ha mediado imprudencia o negligencia (culpa), o si ha estado en la intención 
del agente producirlo.  (Osorio, 2003, pág. 253) 
En ese orden de ideas, el daño moral es un daño no patrimonial, que corresponde al 




es un tipo de daño extra patrimonial. El daño moral se encuentra ligado con el daño a 
la persona conocido como daño subjetivo, no patrimonial, a la integridad o a la vida de 
la víctima. 
Al respecto, Aníbal Torres Vásquez, indica que: «el daño afecta al ser de la persona, 
único ente que goza de libertad que le permite trazar su proyecto de vida de acuerdo 
con la escala de valores, es un daño de naturaleza extra patrimonial que genera 
consecuencias económicas.» (Torres Vásquez, 2014, pág. 325) 
El daño moral es un tipo de daño extra patrimonial que lesiona a la persona en sí 
misma y comprende el daño a la persona lesionando derechos existenciales, 
generando ansia, angustia, sufrimiento psíquico y físico, afectando la salud y el 
proyecto de vida de la víctima; además, genera daño al entorno familiar, al honor y a 
la buena reputación. 
Ahora bien, el daño a la persona genera consecuencias al proyecto de vida, incide en 
el bienestar, a modo de ejemplo, si un futbolista pierde las piernas en un accidente, 
independientemente de la lesión ocasionada, este suceso causará un cambio radical 
en su vida diaria, cambiarán sus hábitos, diversiones, su trabajo en general. 
El caso de María Elena Loayza Tamayo vs el Estado Peruano, es un claro ejemplo de 
daño moral, debido a su detención y procesamiento por el delito de terrorismo; fue 
privada de su libertad, se afectó su proyecto de vida, integridad, bienestar y derechos 
fundamentales, conforme lo indicó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en 
la sentencia de fecha 17 de septiembre de 1997.  (Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, 1997, págs. 1-40), 
Al respecto, Juan Espinoza Espinoza indica que: «el daño moral es el daño no 




pertenecen más al campo de la afectividad que al de la realidad económica.» 
(Espinoza Espinoza, 2013, pág. 221). En ese sentido podemos decir que, el daño 
moral corresponde al daño que lesiona derechos o legítimos intereses no 
patrimoniales de la víctima, afectando su desarrollo y proyecto de vida de forma 
notoria.  
El profesor Carlos Fernández Sessarego señala que: «el daño moral no es otra cosa, 
(…) que un daño especifico que compromete básicamente la esfera afectiva o 
sentimental de la persona, ocasionándole una perturbación, un dolor, un sufrimiento 
que carece de un sustento patológico.»  (Fernández Sessarego, 2003, págs. 9-17) 
Finalmente consideramos que, si bien el daño moral es resarcible económicamente, 
ésta indemnización no cubre los daños a la honra, a la buena reputación, a la salud, a 
la libertad, al desarrollo y al proyecto de vida de la víctima, porque no se encuentra 
dentro del daño patrimonial; el hecho de indemnizar a la víctima contrarresta y ayuda 
a cubrir ciertos daños colaterales generados como consecuencia del daño moral a la 
víctima por error en la administración de justicia penal.  
c. Derecho al honor y la buena reputación 
El derecho al honor y a la buena reputación se consagra como derecho fundamental 
de la persona en el inciso 7) artículo 2° de la CPP; en caso afectación por palabras 
que perjudiquen la imagen ante la sociedad surge el derecho a solicitar rectificación 
de inmediato, sin perjuicio de la posibilidad de tomar las acciones legales 
convenientes. 
El Pacto Internacional de Derecho Civiles y Políticos reconoce en su artículo 17° el 
derecho a la honra y la buena reputación, por lo que nadie puede ser objeto de 




sobre Derechos Humanos en su artículo 11° contempla el derecho a la honra y la 
buena reputación de tal forma que toda persona tiene derecho a la protección contra 
ataques a su honra o dignidad.  
En la actualidad los avances tecnológicos permiten amenazar y exponer la vida 
privada, por ello, el derecho al honor y a la buena reputación protege a la persona 
frente a intromisiones arbitrarias o ilegales que atenten contra la intimidad personal, 
sea por ataques ilegales al honor o la buena reputación generada por un privado o 
por Estado. 
El Tribunal Constitucional mediante sentencia del Expediente N° 00249-2010-AA/TC, 
indica en el fundamento 11 que:  
El honor forma parte de la imagen del ser humano, ínsita en la dignidad de la 
que se encuentra investida, garantizando el ámbito de libertad de una persona 
respecto de sus atributos más característicos, propios e inmediatos. Este 
derecho forma parte del elenco de derechos fundamentales protegidos por el 
inciso 7) del artículo 2° de la Constitución Política, y está estrechamente 
vinculado con la dignidad de la persona; su objeto es proteger a su titular 
contra el escarnecimiento o la humillación, ante sí o ante los demás, incluso 
frente al ejercicio arbitrario de las libertades de expresión o información, 
puesto que la información que se comunique, en ningún caso, puede resultar 
injuriosa o despectiva. (Sentencia del Tribunal Constitucional, 2010, pág. 3) 
A modo de ejemplo, la Defensoría del Pueblo advierte el aumento de detenciones 
arbitrarias por deficiente identificación, existiendo aproximadamente 130,864 
mandatos de detención vigentes en el Sistema de Requisitorias de la Policía Nacional 




ciudadano por la deficiente identificación o por casos de homonimia. (Defensoria del 
Pueblo, 2018), 
El derecho al honor y la buena reputación son inherentes al ser humano, están 
estrechamente relacionados con la dignidad humana en relación con su entorno. Es 
así que, Alonso Peña Cabrera Freyre, indica que: «el honor no puede ser negado 
desde ningún tipo de clasificación discriminatoria, conforme al sexo, condición social o 
económica, cultural o religiosa, entre otras.» (Gaceta Constitucional, 2010, pág. 213) 
En ese sentido, puede considerarse que el honor es la capacidad de aparecer frente a 
los demás en condiciones iguales de respeto y buena fama; es una cualidad común a 
todos los seres humanos que le corresponde en igual proporción. El honor puede 














DERECHO A LA INDEMNIZACIÓN POR ERROR JUDICIAL 
2.1 Definición 
La indemnización es la compensación otorgada como consecuencia de un daño 
generado por diversos factores, entre ellos, el error en la administración de justicia penal 
por una resolución judicial, situación que busca compensar, reparar, restituir o resarcir 
económicamente al afectado. 
Conforme indica Morales Hervias: 
Para que exista el derecho a ser indemnizado, es necesario que existan 
dos situaciones básicas, la primera corresponde al daño, y la segunda 
corresponde al actuar de forma negligente, de tal forma que ocasione un 
perjuicio moral o material a una persona. (Morales, 2005, pág. 320) 
El derecho a la indemnización por error judicial tiene como base legal el inciso 7) artículo 
139° de la CPP, la misma que indica que: «son principios y derechos de la función 
jurisdiccional: (…) 7) La indemnización en la forma que determine la ley por los errores 
judiciales en los procesos penales y las detenciones arbitrarias, sin perjuicio de la 




Así también, se encuentra regulado en el inciso 5) artículo I del Título Preliminar del 
NCPP, que indica: « (…) 5. El Estado garantiza la indemnización por errores judiciales.»; 
y en el artículo 1° de la Ley N° 24973 – LIEJDA, que señala: «la presente ley regula la 
indemnización por errores judiciales, así como por detenciones arbitrarias.» 
Asimismo, se regula en normas internacionales como el inciso 6 del artículo 14° PIDCP, 
que indica:  
6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormente 
revocada, o el condenado haya sido indultado por haberse producido o 
descubierto un hecho plenamente probatorio de la comisión de un error 
judicial, la persona que haya sufrido una pena como resultado de tal 
sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la ley, a menos que se 
demuestre que le es imputable en todo o en parte el no haberse revelado 
oportunamente el hecho desconocido. 
Por último, el artículo 10° de la CADH plantea que: «Toda persona tiene derecho a ser 
indemnizada conforme a la ley en caso de haber sido condenada en sentencia firme por 
error judicial.» 
La indemnización por errores judiciales no recibe un tratamiento y protección efectivo, 
como lo señaló Imelda Tumialán encargada del Programa de Protección de Derechos de 
la Defensoría del Pueblo al referir que «Lamentablemente, nadie hace un seguimiento de 
su situación al obtener su libertad, por lo que estos casos terminan sin una respuesta 
justa para los detenidos. La gente no hace valer sus derechos.»  (Defensoria del Pueblo, 
2018) 
Es importante mencionar que, la indemnización por error judicial y detención arbitraria 




de derechos fundamentales como la libertad, el honor, la buena reputación, la seguridad 
personal y daño al proyecto de vida, entre otros. 
Finalmente podemos indicar que, frente a la regulación nacional e internacional resulta 
aplicable el derecho a la indemnización por errores judiciales en procesos penales y por 
detenciones arbitrarias, teniendo en cuenta que el fin supremo del Estado es velar por la 
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad. 
2.2. Evolución normativa de la indemnización por error judicial en el Perú 
La regulación de la indemnización por error judicial y detención arbitraria a través de los 
años en el ordenamiento jurídico peruano se desarrolló de la siguiente manera: 
1. En 1931 se instaló el Congreso Constituyente presidido por Luis Antonio 
Eguiguren, que juramentó Don Luis Miguel Sánchez Cerro como presidente 
constitucional de la República, luego en 1933 el Congreso proclamó la 
Constitución del Perú, que reguló en su artículo 230º, por primera vez, la 
indemnización que otorga el Estado por errores judiciales en materia criminal. 
2. En 1945, se dictó la Ley Nº 10234 que estableció es el artículo 1° la forma y el 
procedimiento para indemnizar a las víctimas de errores judiciales. 
3. Con el transcurso del tiempo se realizaron diversas modificaciones respecto a la 
suscripción de convenios, tratados y pactos internacionales sobre derechos 
humanos; en ese sentido, se le dio la categoría de principio internacional al 
adherirse nuestro país al Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, 
que reconoció en el inciso 6) del artículo 14º, la indemnización por errores 
cometidos en la administración de justicia penal. 
4. En 1979 se dictó la nueva Constitución Política del Perú, reconociéndose, en los 
incisos 5) y 16) del artículo 233º, como una garantía de la administración de 




5. En el año 1981 el Perú decidió formar parte de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos o Pacto de San José, reconociendo en su artículo 10º que 
toda persona tiene derecho a ser indemnizada conforme a ley en caso de haber 
sido condenada en sentencia firma por error judicial.  
6. En año 1988 se expidió la Ley N° 24973 - Ley de Indemnización por errores 
judiciales y detenciones arbitrarias, buscó indemnizar los errores ocurridos en la 
administración de justicia, creándose el Fondo Nacional Indemnizatorio por 
errores judiciales. 
En ese sentido, mediante el artículo 3º de la Ley Nº 24973 se reguló la 
indemnización por errores judiciales y por detenciones arbitrarias a las que 
regulados en la CPP del año 1979. 
7. En 1992, tras la disolución del Congreso de la República, por el autogolpe del Ing. 
Alberto Fujimori Fujimori se redactó a inicios de su gobierno la Constitución 
Política del Perú de 1993, aprobada mediante el referéndum, tras su aprobación 
se reconoció en el inciso 7) del artículo 139º la indemnización por los errores 
judiciales y por detención arbitraria. 
8. En el año 1991, a partir del inciso 5) artículo I del Título Preliminar del Código 
Procesal Penal aprobado por Decreto Legislativo N° 957 se reguló que el Estado 
debe garantizar la indemnización por errores cometidos en la administración de 
justicia penal. 
9. El 2006, mediante Resolución Ministerial Nº 254-2006-JUS se constituyó la 
Comisión Técnica encargada del análisis y revisión de la Ley Nº 24973 que creó el 
Fondo Indemnizatorio por Errores Judiciales y Detenciones Arbitrarias. Al 
constituirse la Comisión Técnica se nombró un representante de la Presidencia 
del Consejo de Ministros, un representante del Ministerio de Economía y 




estableció que la comisión reporte sus actividades al Viceministro de Justicia, 
quien tuvo la calidad de Coordinador General. 
10. En el año 2007, mediante Resolución Ministerial Nº 203-2007-JUS se dio por 
concluida la labor de Comisión Técnica encargada del análisis y revisión de la Ley 
Nº 24973 que creó el Fondo Indemnizatorio por Errores Judiciales y Detenciones 
Arbitrarias, indicándose que la comisión cumplió con la presentación del trabajo 
encomendado en el plazo establecido conforme a lo estipulado. 
Propuestas normativas en los últimos años: 
11. En el año 2008, mediante Proyecto el Ley Nº 2176/2007-CR se presentó la 
propuesta modificatoria parcial de la Ley Nº 24973, para modificar los artículos 1°, 
2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7, 8°, 9°, 10°, 11°, 12°, 18°, 19°, 20°, 27° de la Ley N° 24973, por 
los numerosos errores judiciales producidos en el  país, resultando una gran 
irresponsabilidad del juzgador al generar insatisfacción grave e irreparable a los 
ciudadanos por los daños producidos, pese a la existencia de la ley que reguló tal 
situación, la misma que a la fecha es letra muerta. 
Además, se demostró que el Poder Judicial no estaba dispuesto a reconocer sus 
errores, arriesgar su credibilidad y perder su prestigio; ni tampoco asumiría 
responsabilidad por alto costo de indemnizar a los afectados por los errores. La 
propuesta básicamente consistió en que la indemnización se fijaría en las 
sentencias respecto a los recursos extraordinarios y excepcionales, luego de 
agotarse la doble instancia; siendo el recurso extraordinario el de casación y el de 
revisión, el excepcional. 
Finalmente, la propuesta normativa indicó que la aprobación del proyecto no 




Presupuesto anual del Poder Judicial conforme lo dispuesto por el artículo 9° de la 
Ley N° 24973. 
12. El 2015, mediante Proyecto de Ley Nº 5004/2015-CR se planteó la reforma total 
de la Ley Nº 24973, con la finalidad de derogarla, en vista que en nuestro país se 
estaban produciendo numerosos errores judiciales y fiscales por la falta de 
responsabilidad del juzgador y la insatisfacción en las recompensas por los graves 
e irreparables daños ocasionados por los errores en la administración de justicia 
penal, a pesar de su garantía en la CPP y la existencia de una ley que reguló la 
indemnización por errores judiciales. 
2.3. Ley de indemnización por error judicial y detenciones arbitrarias - Ley N° 24973  
La Ley de Indemnización por errores judiciales y detenciones arbitrarias - Ley N° 24973, 
expedida el 28 de diciembre de 1988, se encargó de regular la indemnización por errores 
judiciales, así como por detenciones arbitrarias, de quien fue privado de su libertad por 
autoridad policial sin causa justificada o existiendo ésta se vulneren los derechos 
fundamentales reconocidos por la Constitución. 
La normativa se encargó de indicar expresamente en sus artículos 2° y 3° los supuestos 
de indemnización a una persona que fue víctima de error judicial y detención arbitraria, en 
función a lo siguiente: 
Primero, en cuanto a error judicial la Ley N° 24793 indica que tienen derecho a 
indemnización: 
a. Los que, luego de ser condenados en proceso judicial, hayan obtenido 
en juicio de revisión resolución de la Corte Suprema que declare que la 




b. Los que hayan sido sometidos a proceso judicial privados de su libertad 
y como consecuencia hayan obtenido.  
(Ley N° 24973 , 1988)  
Segundo, cuanto a detención arbitraria la Ley N° 24793 indica que tiene derecho a 
indemnización: 
a. Quien es privado de su libertad por autoridad policial o administrativa sin 
causa justificada o existiendo ésta, se excede los límites establecidos 
en la Constitución Política. 
b. Quien no es puesto oportunamente a disposición del Juez competente 
dentro del término establecido por la Constitución Política.  
(Ley N° 24973 , 1988) 
Ahora bien, la Ley N° 24793 en sus artículos 4° y 5° existen criterios para establecer la 
indemnización otorgada por error judicial y detención arbitraria: 
a. En caso de detención arbitraria, la indemnización será determinada en 
proporción al tiempo de detención y la renta que perciba la víctima, ésta 
no podrá ser inferior a la remuneración mínima vital vigente. 
b. En caso de error judicial, la indemnización será determinada en 
atención al daño material o moral originado a la víctima, a prudente 
criterio del Juez. 
(Ley N° 24973 , 1988) 
Ahora bien, conforme lo desarrolla el artículo 6° de la Ley N° 24793, los supuestos en los 





a. Cuando el que fue detenido o procesado haya inducido por sus actos a 
la justicia a cometer el error del que aparece víctima. 
b. Cuando la víctima haga valer su derecho vía proceso especial de 
querella o en la vía civil por daños y perjuicios. 
(Ley N° 24973 , 1988) 
Con la finalidad de hacer efectivo el pago de las indemnizaciones reconocidas por error 
judicial y detención arbitraria, el Estado a partir de referida ley creó el Fondo Nacional 
Indemnizatorio de Errores Judiciales y Detenciones Arbitrarias. 
En dicho contexto, el Fondo Nacional Indemnizatorio que fue creado con la finalidad de 
sustentar el pago de la indemnización a los supuestos del artículo 4°, sobre detención 
arbitraria y del artículo 5°, respecto al error judicial. 
El Fondo Nacional Indemnizatorio está integrado «por un representante del Ministerio de 
Justicia, un representante de la Corte Suprema de Justicia, un representante del Fiscal 
de la Nación, un representante de la Federación de Colegios de Abogados del Perú, y un 
representante del Colegio de Abogados de Lima»; (Ley N° 24973 , 1988); además, es 
competente para vigilar el cumplimiento de la ley, administrar el patrimonio que posee, 
formular y aprobar su presupuesto anual, cobrar multas (de acuerdo al procedimiento 
indemnizatorio) y proceder al pago de las indemnizaciones dispuestas por mandato 
judicial. 
El Fondo funciona en las ciudades donde se encuentran las Cortes Superiores a través 
de los Fondos Distritales dirigidos por Comités Directivos integrados por un representante 
la Corte Superior del distrito judicial correspondiente, un representante del Ministerio 
Público y un representante del Colegio de Abogados, cabe indicar que la designación es 




Los recursos del Fondo Nacional Indemnizatorio, la Ley N° 24793 provienen de: 
a. Aporte directo del Estado, equivalente al 3% del Presupuesto Anual 
asignado al Poder Judicial. 
b. Multas impuestas a las autoridades judiciales que hayan incurrido en error 
judicial. 
c. Multas impuestas a las autoridades policiales que hayan cometido o 
contribuido a cometer la detención arbitraria. 
d. Multas impuestas a personas que bajo falsos cargos gestionen la 
detención arbitraria. 
e. Dinero por concepto de intereses sobre las multas. 
f. Dinero por concepto de donaciones. 
(Ley N° 24973 , 1988) 
Las multas de la Ley N° 24973, son establecidas de forma proporcional a la remuneración 
mínima vital vigente; la que se abonará de manera solidaria entre las autoridades que 
cometieron el error judicial o quienes autorizaron la detención arbitraria; además, la multa 
será pagada en un plazo no mayor a los 30 días desde la notificación de la resolución 
que lo ordena, y en caso de incumplimiento podrá usarse la vía coactiva para su cobro.  
El Título III de la Ley N° 24973 reguló el procedimiento de dos formas: 
a. Por errores judiciales, la autoridad judicial que emita la resolución deberá 
consignar el mandato de pago fijando el monto correspondiente a la 
indemnización y la multa que resulte, una vez consentida o ejecutoriada la 




b. En caso de detención arbitraria, se ejerce acción ante el Juez Especializado 
en lo Civil del lugar en donde se produjo la detención o donde tiene domicilio 
el afectado. 
La demanda deberá contener las generales de ley del demandante, así 
como la exposición de hechos que fundan su petición, indicando los 
presuntos responsables de la detención arbitraria y el concepto sobre el cual 
deberá pronunciarse el Juez. 
Una vez presentada la demanda, el Juez deberá correr traslado por el plazo 
de 10 días al Fondo Nacional Indemnizatorio y a los presuntos 
responsables. En ese lapso de tiempo el Juez señala fecha para las 
diligencias propuestas por el demandante, así como diligencias de oficio. 
Con la contestación de la demanda o sin ella, el Juez se encargará de 
resolver dentro de los 5 días una vez vencidos los plazos. En caso se 
declare fundada la demanda indemnizatoria, deberá fijarse el monto de la 
indemnización y la multa a los responsables. 
Finalmente, cabe indicar que la acción indemnizatoria caduca a los 06 
meses de producida la detención arbitraria. 
En la actualidad existen los medios necesarios para regular la figura de indemnización 
frente a la comisión de errores en la administración de justicia y por detenciones 
arbitrarias, pero a la fecha el Fondo Nacional Indemnizatorio creado por la Ley N° 27493 
no fue instalado, omitiéndose el pago correspondiente a cargo de los órganos judiciales. 
Seguidamente presentamos el flujograma del procedimiento en casos de indemnización 















Elaboración: Fuente propia 
INDEMNIZACIÓN POR ERRORES 
JUDICIALES 
Sentencia 
condenatoria – acción 
de revisión 
Sentencia absolutoria o el 
archivamiento definitivo de 
la causa – recurso de 
casación 
La Corte Suprema 
declara la revisión del 
error y arbitrariedad 
de la sentencia 
La Corte 
Suprema dispone 
que en la 
sentencia emitida 
existió indebida 
aplicación de la 
ley penal 
















Elaboración: Fuente propia 
INDEMNIZACION POR 
DETENCIONES ARBITRARIAS 
Juez Civil de Primera 
Instancia de Turno  
Fundada la demanda, el 
Juez corre traslado al Fondo 
Nacional Indemnizatorio 
El ejercicio de la acción indemnizatoria caduca a los seis meses 











LA INDEMNIZACIÓN COMO CONSECUENCIA DE ERROR JUDICIAL DE ACUERDO 
AL CASO DE PERSONAS SENTENCIADAS POR TERRORISMO EN EL PERÚ (STC 
01277-1999-AC/TC) 
Respecto a las consecuencias ocasionadas por el error judicial y las detenciones 
arbitrarias, existe jurisprudencia que detallamos a continuación: 
En la Sentencia del Tribunal Constitucional contenida en el Expediente N° 1277-99-
AC/TC, del 13 de julio de 2000, se ordenó cumplir con la indemnización por error judicial 
reconocida por el Estado mediante Ley N° 26655 del 16 de agosto de 1996  se creó la 
Comisión encargada de proponer al Presidente del Perú la concesión de indulto a 
personas inocentes condenadas por delitos de terrorismo y traición a la patria, el fin de 
corregir los errores cometidos por la administración de justicia, al aplicar la legislación 
antiterrorista para condenar. 
Debemos destacar que Ana Townsend Diez Canseco y otros, en representación de todos 
los indultados al amparo de la Ley N° 26655, solicitaron el cumplimiento del inciso 6) 
artículo 14° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos para el cumplimiento 
de la indemnización como consecuencia de error judicial. 
Mediante demanda sobre Acción de Cumplimiento, tramitada en el Primer Juzgado 




sentenciados por terrorismo y traición a la patria, amparados en la Ley N° 26655 
solicitaron el reconocimiento y cumplimiento de la indemnización para los beneficiados 
con indulto por error judicial. Mediante Resolución Judicial de fecha 29 de marzo de 1990, 
se resolvió declarar improcedente la demanda por considerar falta de agotamiento de la 
vía administrativa, presentada la apelación, mediante Resolución Judicial de fecha 30 de 
septiembre de 1999 se resolvió confirmar la improcedencia de la demanda. 
La pretensión fue el reconocimiento del derecho a recibir indemnización de los 
beneficiados con indulto por error judicial, en el contexto tanto de la Ley N° 26655 como 
del inciso 6) del artículo 14° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que 
reconoce de manera expresa el derecho a la indemnización cuando una persona fue 
indultada por error en la administración de justicia, norma que forma parte de nuestro 
ordenamiento jurídico y tiene rango de ley conforme el artículo 55° de la CPP. 
Del caso descrito, agotada la vía previa, se interpuso Recurso Extraordinario ante el 
Tribunal Constitucional, que mediante sentencia del Expediente N° 1277-1999-AC/TC, en 
su fundamento 18 indicó que:  
No puede dejar de reconocer que la legitimidad de un reclamo como el 
formulado, en un Estado de Derecho como el peruano, no sólo es tal 
porque sus instituciones funcionen acorde con las atribuciones y 
competencias asignadas por la Constitución, sino y sobre todo porque las 
mismas se encuentran orientadas al servicio de la persona humana. 
(Sentencia del Tribunal Constitucional, 2000, pág. 11) 
Teniendo como fundamento la defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad 
como fin supremo de la sociedad y del Estado, puede exigirse ante hechos injustos con la 
finalidad de obtener el resarcimiento por el daño ocasionado, el Tribunal Constitucional 




en Derecho Público de la Corte Superior de Justicia de Lima y ordenó a los funcionarios 
emplazados a cumplir con indemnizar a las víctimas beneficiadas con la Ley N° 26655. 
La Ley N° 26655 tuvo como antecedentes los proyectos impulsados por el Poder 
Ejecutivo y por el Congresista Carlos Chipoco, que reconocieron la existencia de errores 
judiciales y la necesidad indemnizarlos. Es así que, la Comisión de Derechos Humanos 
del Congreso elaboró un dictamen –aprobado por el Pleno-, mediante el cual se indicó la 
existencia de errores judiciales en las sentencias de personas que fueron condenadas 
por terrorismo siendo inocentes. 
El objetivo de la Comisión de Derechos Humanos del Congreso, al aprobar la Ley N° 
26655, fue corregir el error judicial a través del otorgamiento de indulto para liberar al 
inocente víctima del error en la administración de justicia. 
Posteriormente, mediante la Ley N° 26994 del 24 de noviembre de 1998 se otorgaron 
beneficios complementarios para los casos de indulto concedidos de acuerdo a la Ley N° 
26655, ley que otorgó como beneficios complementarios el corte definitivo del proceso, la 
anulación de antecedentes, la condonación de la multa, el levantamiento de la pena de 
inhabilitación e incautaciones o medidas similares y la devolución inmediata de los 
documentos.  
A partir de la aplicación de la ley a mitad del año 2000 se habían liberado a 416 personas 
víctimas de la errada actuación judicial, perdiendo sus trabajos, estudios, bienes 
materiales; en su mayoría fueron personas de escasos recursos.  
Finalmente, en el caso concreto se desarrolla y se reconoce el derecho a la 
indemnización por errores judiciales expresado en el PIDCP, norma internacional 
aprobada por nuestro país, aplicable en las sentencias por actos contrarios a la ley 




posteriormente indultadas; afectándose sus derechos fundamentales, la libertad 
individual, la seguridad personal, el honor, la buena reputación, el daño al proyecto de 


























1. El error judicial corresponde a una equivocación del magistrado al emitir la 
resolución judicial, hecho que refleja la actuación errada del funcionario, sea por 
desconocimiento o por negligencia; situación que ocasiona consecuencias como 
la vulneración del derecho a la libertad, al honor, a la buena reputación, daño 
moral, daño al proyecto de vida, a la seguridad personal, entre otros. 
2. La indemnización por error judicial se encuentra reconocida por la normativa 
nacional y pactos internacionales, herramientas que no se aplican por falta de 
compromiso del Estado para responder a las víctimas de los errores judiciales y 
detenciones arbitrarias; muchas veces el problema se agudiza por el 
desconocimiento de los afectados. 
3. En los casos por error judicial reconocidos por el Estado mediante Ley N° 26655, 
los operadores de justicia se encuentran en la obligación de reconocer la figura de 
error judicial, con la finalidad de resarcir los daños ocasionados por la decisión de 
la autoridad fundada en error, evitándose mayor vulneración a los derechos 














1. El Estado tiene la obligación de informar a los ciudadanos sus derechos y 
garantías frente a los errores judiciales y detenciones arbitrarias; además debe 
promover y orientar al ciudadano sobre los medios de solución frente a la 
vulneración de sus derechos durante el desarrollo del proceso penal. 
 
2. El Estado debe evaluar la efectividad de la normativa actual que regula la 
indemnización por errores judiciales y detenciones arbitrarias, para evitar la 
vulneración de derechos fundamentales del ser humano; asimismo, las personas 
afectadas por errores judiciales y detenciones arbitrarias deberían exigir su 
derecho a ser indemnizados. 
 
3. La aplicación de la Ley N° 24973, requiere ser adecuada a la actualidad: 
a. En cuanto al presupuesto, este debe ser asumido por el que comete el error 
judicial, y no ser deducido del presupuesto del Estado. 
b. En relación con el magistrado o funcionario que comete error judicial, debe 
ser separado de su cargo una vez determinado el error. 
c. Respecto a la cuantía de la indemnización por error judicial debe 
determinarse de acuerdo a los daños ocasionados, en función a la cantidad 




4. Con la finalidad de evitar los errores judiciales, el Estado debe elegir magistrados 
capacitados para emitir resoluciones acordes con los principios democráticos, que 
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